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Rodríguez Casillas, Juez Ponente 

 
SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a  19 de agosto de 2016. 

Comparece Jorge Robert, MSCE, PSC (Apelante o Ing. 

Robert), entidad con personalidad jurídica, mediante el presente 

recurso y nos solicita que revoquemos la Sentencia dictada por el 

Tribunal de Primera Instancia el 21 de octubre de 2011. En la 

misma, se declaró No Ha Lugar la demanda en cobro de dinero 

contra el Arquitecto Edgardo Pérez (Arq. Pérez o Apelado) y la 

Sociedad Legal de Gananciales compuesta por éste y su esposa, y, 

en su lugar, condenó al tercero demandado Sr. Iván Tort y a la 

Sociedad Legal de Gananciales compuesta por éste y su esposa, y, 

a Duro Development Corp.1 (Sr. Tort o Duro o tercero demandado) 

                                                 
1 Los terceros demandados fueron debidamente emplazados el 16 de diciembre 
de 2009. No habiendo recibido alegación responsiva, mediando solicitud a esos 

efectos, el 22 de abril de 2010 el Tribunal de Primera Instancia anotó la rebeldía 
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a satisfacer solidariamente las sumas de $10,950.00 a favor del 

Apelante y, la suma de $46,603.18 a favor del Apelado. 

Inconforme, el Apelante solicitó Reconsideración el 16 de 

noviembre de 2011 y la misma fue declarada No Ha Lugar el 2 de 

marzo de 2015.  

El 19 de marzo de 2015, el Apelante radicó el presente 

recurso de Apelación. En síntesis, alega que debido a que el Arq. 

Pérez firmó la propuesta aceptada por el Sr. Tort, éste debe 

responde solidariamente. Además, alega que el foro apelado incidió 

en el cálculo de las cantidades adeudadas. Por último, cuestiona la 

admisibilidad de cierta prueba ofrecida por el Apelado por 

constituir prueba de referencia.  

Luego de examinar el expediente del caso, modificamos la 

Sentencia apelada; y así, confirmamos. Veamos. 

-I- 

El 23 de enero de 2006 el Sr. Tort contrató los servicios del 

Arq. Pérez (aquí apelado) para la realización del diseño 

esquemático, desarrollo de diseño, planos de construcción y 

solicitudes de permisos de construcción para el Proyecto Mejoras a 

Edificio Multipiso en Parada 22 en Santurce (el Proyecto),2 por el 

precio alzado de $160,000.00. El Arq. Pérez examinaba y 

coordinaba la contratación de los consultores en representación 

del dueño del Proyecto, Sr. Tort. Esta encomienda conllevaba 

solicitar propuestas de consultores candidatos, revisar las mismas 

y, una vez contratados, revisar las facturas. Según determinó el 

foro apelado esto es una práctica común en la industria de la 

construcción. A esos efectos, el Arq. Pérez coordinó la contratación 

de varios ingenieros. Entre éstos figuraba, el Ing. Jorge Torres 

Scandalli, quien estaría a cargo de lo relacionado a la plomería y, el 

                                                                                                                                     
al Sr. Iván Tort, a su esposa y, a la Sociedad Legal de Gananciales compuesta 
por ambos.  
2 El Sr. Tort era el dueño del Edificio 1507 objeto de la presente controversia.  
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Ing. Javier Llavona, quien estaría encargado de lo eléctrico. Ambos 

ingenieros remitían sus facturas al Arq. Pérez para su evaluación  

y, éste a su vez, se las entregaba al Sr. Tort quien las pagaba.  

El Arq. Pérez se proponía a utilizar los servicios del Ing. 

Gustavo López como ingeniero estructural, ya que habían 

trabajado juntos y era de confianza. No obstante, el Sr. Tort le 

pidió al Arq. Pérez que le requiriera una propuesta al Ing. Robert 

(aquí apelante). El Arq. Pérez no conocía al Ing. Robert pero no 

tuvo objeción. Por otro lado, el Sr. Tort sí conocía al Ing. Robert, ya 

que estaba trabajando con éste en otros proyectos. Así las cosas y, 

según el testimonio del propio Ing. Robert, el Sr. Tort se comunicó 

con él para contratar sus servicios en el Proyecto.3 Acto seguido y 

conforme a las instrucciones del Sr. Tort, el Arq. Pérez se reunió 

con el Ing. Robert y le solicitó una propuesta. La propuesta inicial 

del Ing. Robert ascendía a $40,500.00.  

Recibida la propuesta del Ing. Robert, el Sr. Tort le ordenó al 

Arq. Pérez a que negociara una rebaja de $5,000.00 como 

condición previa a la aceptación de la misma. En una reunión 

entre el Ing. Robert con el Arq. Pérez, el primero aceptó descontar 

la referida cantidad de la cotización original y, para dejar 

constancia del acuerdo alcanzado, el Arq. Pérez firmó la referida 

propuesta.4   

Por otro lado, los planos de construcción eran parte de la 

propuesta contratada entre el Sr. Tort y el Arq. Pérez. Sin embargo, 

ante la insistencia del Sr. Tort de utilizar los servicios del Ing. 

Robert, el Arq. Pérez y el Sr. Tort acordaron eliminar de la 

propuesta la partida sobre planos de construcción ascendente a 

$35,500.00. Surge de la prueba que, en efecto, el Arq. Pérez solo 

cobró por los planos arquitectónicos y no por los de construcción.     

                                                 
3 Véase pág. 25 de la Transcripción Estipulada de la Prueba Oral, línea 18-25 y 

línea 1 de la pág. 26. 
4 Véase pág. 67 del Alegato en Oposición a Escrito de Apelación.  
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Durante la relación contractual, el Ing. Robert recibió y 

aceptó pagos del Sr. Tort ascendentes a $20,575.00, a través de su 

corporación Stop 22 Limited Partnership. La referida compañía, 

propiedad del Sr. Tort, también emitió pagos al resto de los 

consultores.5 El Ing. Robert saldó su participación en el Proyecto y 

el 21 de diciembre de 2006 presentó su última factura.6  

Quedando una deuda pendiente, el 12 de junio de 2009 el 

Ing. Robert presentó demanda en cobro de dinero contra el Arq. 

Pérez. En la misma, reclamó el pago de $15,950.00 por servicios de 

consultoría y diseño estructural alegadamente prestados a la parte 

Apelada, como consecuencia de un contrato firmado entre ambos.  

El 18 de agosto de 2009 el Arq. Pérez contestó la demanda 

negando la existencia de un contrato entre las dos partes, la 

cuantía y procedencia de la deuda, y levantando como defensa 

afirmativa que le corresponde a un tercero el pago de las cuantías 

reclamadas. En esa misma fecha, trajo como terceros demandados 

al Sr. Tort, a su esposa y a la Sociedad Legal de Gananciales 

compuesta por ambos y, además, a la corporación Duro 

Development, Corp. En la referida Demanda Contra Tercero la 

parte Apelada reclamó la suma de $58,883.18 por servicios 

prestados y no pagados. También alegó que los terceros 

demandados son directamente responsables de la deuda 

reclamada por la parte Apelante, entiéndase, el Ing. Robert. A 

pesar de ser debidamente emplazados, los terceros demandados no 

comparecieron ni presentaron alegación responsiva. Mediante 

solicitud a esos efectos, el 22 de abril de 2010, el Tribunal de 

Primera Instancia dictó Orden anotando la rebeldía a los terceros 

demandados. Posteriormente, luego de la celebración de un juicio 

en su fondo, el Tribunal de Primera Instancia declaró No Ha Lugar 

                                                 
5 Entiéndase Ing. Javier Llavona e Ing. Jorge Torres Scandalli.  
6 Véase págs. 87-88 de la Transcripción Estipulada de la Prueba Oral.  
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la demanda contra el Arq. Pérez y aquí pelado; además, condenó al 

tercero demandado a satisfacer las sumas mencionadas en el 

comienzo del presente escrito.    

-II- 
 

-A- 
 

Doctrina de la deferencia judicial de los foros apelativos a 

las determinaciones de los tribunales de instancia 

Nuestro Tribunal Supremo ha manifestado reiteradamente 

que los tribunales apelativos deben mostrar gran deferencia al 

juzgador de los hechos, pues es quien se encuentra en mejor 

posición para evaluar y adjudicar la credibilidad de un testigo.7 En 

ausencia de error, prejuicio o parcialidad, los tribunales apelativos 

no intervendrán con las determinaciones de hechos, con la 

apreciación de la prueba ni con la adjudicación de credibilidad 

efectuadas por el foro de instancia.8 En lo que respecta a la 

evaluación de la prueba documental, los tribunales apelativos se 

encuentran en idéntica situación que los tribunales de instancia.9 

-B- 
 
Sobre la teoría de los contratos y las reglas para su      

interpretación 

Los requisitos de todo contrato en nuestra jurisdicción son el 

consentimiento, objeto y la causa.10 La ausencia de cualquiera de 

estos requisitos provoca la nulidad del contrato. Además, los 

contratos no pueden atentar contra la ley, la moral ni el orden 

público. Los contratos pueden ser tanto verbales como escritos, 

con excepción de aquellos que alguna ley exija que sean escritos. 

Al examinar contratos rige la normativa en cuanto a que cuando 

sus términos y condiciones son claros y no dan margen a 

                                                 
7 S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 177 D.P.R. 345, 356 (2009); Ramírez Ferrer 
v. Conagra Foods PR, 175 D.P.R. 799, 810 (2009). 
8 Ramírez Ferrer v. Conagra Foods PR, supra, pág. 811. 
9 Albino v. Ángel Martínez, Inc., 171 D.P.R. 457, 487 (2007). 
10 Artículo 1213 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3391. 
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ambigüedades, aplicará el sentido literal de sus cláusulas.11 La 

causa contractual es, en última instancia, la razón que impulsa a 

la parte a contratar. Los contratos sin causa o con causa contraria 

a las leyes o a la moral, esto es, con causa ilícita o torpe, no son 

válidos, por lo que no producen efecto alguno.12 

Por otro lado, en nuestra jurisdicción rige la teoría de 

subjetividad en la interpretación de los contratos.13 La teoría de la 

subjetividad consiste en indagar cuál fue la intención de los 

contratantes. Cuando la intención de los contratantes es evidente, 

pero resulta contraria a la letra del contrato, prevalecerá la 

intención. Ante la ausencia de un documento que permita 

examinar el texto contractual con el objetivo de conocer la 

intención de los contratantes se permite traer prueba extrínseca 

como los actos de éstos, coetáneos y posteriores a la perfección del 

contrato.14 

 -C- 

 
Sobre la inadmisibilidad de la prueba de referencia y 

sobre el efecto de error en la admisión o exclusión de 

evidencia, Regla 105 de las de Evidencia  

Según definida en la Regla 801 de las de Evidencia 

constituye prueba de referencia aquella “declaración que no sea la 

que la persona declarante hace en el juicio o vista, que se ofrece en 

evidencia para probar la verdad de lo aseverado”.15 Como regla 

general, la prueba de referencia será inadmisible. No obstante, 

existen varias excepciones enumeradas en la Regla 805 de las de 

Evidencia, en las que será admisible prueba de referencia.16  

                                                 
11 Artículo 1233 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3471. 
12 Artículo 1227 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3432. 
13 Marcial v. Tomé, 144 D.P.R. 522, 537 (1997); Unisys v. Ramallo Brothers, 128 

D.P.R. 842, 853 (1991). 
14 Art. 1234 del Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3472. 
15 32 L.P.R.A. Ap. VI, R. 801. 
16 32 L.P.R.A. Ap. VI, R. 805. 
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Por otro lado, la Regla 105 de las de Evidencia17, trata sobre 

el efecto de error en la admisión o exclusión de evidencia. La 

aludida regla lee como sigue:  

(a) Regla general. No se dejará sin efecto una    

determinación de admisión o exclusión errónea de 
evidencia ni se revocará por ello sentencia o 

decisión alguna a menos que:    
(1) La parte perjudicada con la admisión o 

exclusión de evidencia hubiere satisfecho los 
requisitos de objeción, fundamento u oferta de 
prueba establecidos en la Regla 104 de este 
apéndice, y    

(2) el tribunal que considera el 
señalamiento estime que la evidencia admitida o 
excluida fue un factor decisivo o sustancial en 
la sentencia emitida o decisión cuya revocación se 
solicita.    

(b) Error constitucional.—Si el error en la admisión o 
exclusión constituye una violación a un derecho 

constitucional de la persona acusada, el tribunal 
apelativo sólo confirmará la decisión si está convencido 
más allá de duda razonable que, de no haberse 
cometido el error, el resultado hubiera sido el mismo. 
(Énfasis suplido).  

 
Conforme surge de la regla antes citada, una vez admitida o 

excluida erróneamente alguna prueba, la parte interesada deberá 

levantar su objeción fundamentada. Ello con miras a lograr que se 

prepare un récord completo de la evidencia, con el fin de que los 

foros apelativos puedan determinar si la misma, de haber sido 

creída por el tribunal sentenciador, hubiera producido un 

resultado distinto en el caso.18 En cuanto al segundo requisito de 

esta Regla, en Puerto Rico hemos adoptado la doctrina del 

harmless error, a tenor con la cual el error en la admisión o 

exclusión de evidencia no acarrea revocación a menos que —

mediando oportuna y correcta objeción— el tribunal apelativo 

estime que el error cometido fue factor decisivo o sustancial en la 

sentencia o decisión objeto de revisión.19 Lo importante para 

determinar si el error en la evidencia conlleva la revocación de la 

                                                 
17 32 L.P.R.A. Ap. VI, R. 105 
18 Pueblo v. López Rivera, 102 D.P.R. 359, 368 (1974). 
19 Pueblo v. Martínez Solís, 128 D.P.R. 135, 162 (1991); Pueblo v. Ruiz Bosch, 127 

D.P.R. 762, 786-87 (1991).  
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sentencia es si éste, de no haberse producido, hubiere provocado 

un resultado distinto.20 

-III- 
 

En el presente caso, el Ing. Robert alega que contrató 

directamente con el Arq. Pérez para la realización de unos trabajos 

de asesoría e ingeniería estructural en el Proyecto, propiedad del 

tercero demandado. El Apelante fundamenta su reclamación casi 

exclusivamente en el hecho de que el Apelado firmó una propuesta 

que serviría como plataforma para los trabajos que realizaría en el 

Proyecto. Por su parte, el Apelado alega que estampó su firma con 

el único propósito de hacer constar una negociación respecto a un 

descuento de $5,000.00. A esos efectos, el documento contiene 

unas anotaciones que dice: “se acuerda reducir $5,000.00”, “total 

negociado=$35,500.00”. Además, el Apelado alega que dicha 

negociación fue realizada por encargo del tercero demandado, Sr. 

Tort. Este último fue quien pagó las facturas del Ing. Robert y, del 

resto de los consultores, a través de su corporación Stop 22 

Limited Partnership. Tanto el Apelante como el Apelado recibieron 

y aceptaron pagos del Sr. Tort a través de la referida corporación.  

En el contexto del presente caso nos resulta indiscutible que 

el Ing. Robert fue en realidad contratado por el Sr. Tort. Esta 

conclusión nos resulta más evidente si tomamos en consideración 

que el Apelante sabía que el Sr. Tort era el dueño del Proyecto y 

que éste ya se había comunicado con él para contratar sus 

servicios, previo a la negociación concerniente al descuento. Como 

es práctica común en la industria de la construcción, el Arq. Pérez 

estaba fungiendo como intermediario entre las partes. Cualquier 

otra conclusión resultaría en un absurdo. Noten que el Apelado no 

contrató ni cobró cuantía alguna al dueño del Proyecto por la 

preparación de los planos estructurales, por lo cual, cualquier 

                                                 
20 Pueblo v. Mangual Hernández, 111 D.P.R. 136, 145 (1981). 
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contrato entre el Apelado y el Apelante a esos efectos, sería nulo 

por carecer de causa. Dicho de otra manera: ¿por qué el Apelado se 

comprometería a pagar por unos planos estructurales que serían 

utilizados por el Sr. Tort para una obra de su propiedad sin tener 

interés o participación propietaria alguna en el Proyecto?  

Concluimos, pues, que la intención del Arq. Pérez cuando 

firmó la propuesta del Ing. Robert fue dar constancia de la 

negociación del descuento de $5,000.00, la cual le fue 

encomendado por el Sr. Tort. Si a esto le añadimos los hechos 

incontrovertidos de que: (1) el Sr. Tort ya se había comunicado con 

el Ing. Robert para contratar sus servicios; (2) que el Sr. Tort fue 

quien pagó las facturas del Apelante; y (3) que no existe razón 

alguna por la cual el Apelado se hubiese comprometido a pagar por 

unos planos que no le servirían para nada, es forzoso concluir que 

el contrato o acuerdo era entre el Sr. Tort y el Ing. Robert, siendo el 

Arq. Pérez un intermediario, conforme a la práctica común en la 

industria de la construcción.  

Así lo determinó el Tribunal de Primera Instancia, quien se 

encuentra en mejor posición para apreciar y darle credibilidad a la 

prueba testifical desfilada en el juicio y, ante la ausencia de error 

manifiesto, pasión o prejuicio, esta Curia no intervendrá con la 

apreciación de la prueba ni las determinaciones de hechos 

realizadas por el foro apelado.  

Respecto al segundo señalamiento de error, gira en torno al 

cálculo de las cantidades adeudadas al Ing. Robert por el tercero 

demandado, este Tribunal se encuentra en la misma posición que 

el foro apelado para revisar las mismas, ya que se trata de prueba 

documental. Lo cierto es que luego de negociado el descuento de 

$5,000.00, la cotización del Ing. Robert ascendía a la suma de 

$35,500.00. A esta cantidad se le debe sumar la cantidad de 
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$100.00 por hora por diseños misceláneos.21 El Ing. Robert facturó 

19 horas por concepto de trabajos misceláneos, lo que equivale a 

$1,900.00.22 Por lo tanto, sumándole $1,900.00 a la cotización con 

el descuento incluido de $35,500.00, tenemos una deuda total de 

$37,400.00. El Sr. Tort pagó al Ing. Robert $20,575.00. Si 

restamos lo pagado a la deuda total el resultado es de $16,825.00. 

El foro apelado aplicó erróneamente el descuento de $5,000.00 dos 

veces, por lo cual, luego de realizar las operaciones matemáticas 

correspondientes, este Tribunal modifica la suma adeudada al Ing. 

Robert y condena al tercero demandado al pago de la suma de 

$16,825.00.  

Por último, el Ing. Robert alega como tercer señalamiento de 

error la admisión de prueba de referencia. No se cometió el error. 

La parte Apelante objetó, entre otros, toda la prueba sustentada en 

las expresiones del Sr. Tort, del Ing. Llavona, del Ing. Torres 

Scandali y del Ing. López Pérez. Sin embargo, entendemos que las 

alegaciones del Apelante no superan el estándar de prueba 

requerido por la Regla 105 de las de Evidencia, supra, para dejar 

sin efecto la sentencia apelada. La evidencia admitida no 

constituyó un factor decisivo o sustancial en la sentencia cuya 

revocación se solicita. Concluimos que con la prueba estipulada y 

testifical hubiéramos llegado al mismo resultado. De la prueba 

estipulada sabemos que quien efectuaba los pagos era el Sr. Tort. 

De la prueba testifical sabemos que el Ing. Robert admitió haber 

conversado con el Sr. Tort sobre su contratación para el Proyecto, 

previo a la negociación del descuento por parte del Apelado. El Arq. 

Pérez tenía conocimiento personal de todos los documentos 

objetados y admitidos. Si bien eso no es suficiente para probar su 

contenido, la existencia de los mismos es innegable.  

                                                 
21 Véase pág. 67 del Alegato en Oposición al Escrito de Apelación.  
22 Véanse págs. 68-69 del Alegato en Oposición al Escrito de Apelación. 



 
 

 
KLAN201500381 

    

 

11 

En fin, a pesar de que la parte Apelante cumplió con el 

primer requisito de la Regla 105 sobre objeción oportuna, 

entendemos que de haberse excluido la prueba señalada 

hubiéramos llegado al mismo resultado. A juicio de este Foro 

Apelativo la misma no constituyó un factor decisivo en la decisión 

del foro sentenciador.  

-IV- 

Por los fundamentos expresados anteriormente se modifica 

la Sentencia apelada en cuanto a la cuantía adeudada al Apelante 

y, así se confirma el resto de la sentencia. Notifíquese.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


